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Nación estableció en qué consisten los requisitos de fundamentación y 

motivación, en la jurisprudencia 731 8 , de rubro: "FUNDAMENTACIÓN 

Y MOTIVACIÓN". 

Precisado lo anterior, la contravención al mandato constitucional que 

exige la fundamentación y motivación de los actos de autoridad puede 

revestir dos formas distintas, a saber: la derivada de su falta, y la 

correspondiente a su incorrección. 

La primera de estas manifestaciones, es decir, la falta de 

fundamentación y motivación, se actualiza cuando se omite expresar el 

dispositivo legal aplicable al asunto y las razones que se hayan 

considerado para estimar que el caso puede subsumirse en la hipótesis 

prevista en esa normajurídica. 

En cambio, hay una indebida fundamentación cuando en el acto de 

autoridad sí se invoca el precepto legal, sin embargo, resulta inaplicable 

al asunto por las características específicas de éste que impiden su 

adecuación o encuadre en la hipótesis normativa; y una incorrecta 

motivación, en el supuesto en que sí se indican las razones que tiene 

en consideración la autoridad para emitir el acto, pero aquéllas están 

en disonancia con el contenido de la norma legal qL,Je se aplica en el 

caso. 

De manera que la falta de fundamentación y motivación significa la 

carencia o ausencia de tales requisitos, mientras que la indebida o 

incorrecta fundamentación y motivación entraña la presencia de ambos 

requisitos constitucionales, pero con un desajuste entre la aplicación de 

normas y los razonamientos formulados por la autoridad en el caso 

8 Publicada en la página 52, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación, Séptima 
Época, Tomo 111, parte SCJN. 
"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución 
Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, 
entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al 
caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias 
especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración 
para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista entre los motivos 
aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis 
normativas." ' 

22 



TRIBUNAL ELECTORAL 
DEL ESTADO DE PUEBLA 

TEEP-J DC-034/2021 

concreto. 

La diferencia apuntada permite advertir que en el primer supuesto se 

trata de una violación formal dado que el acto de autoridad carece de 

elementos ínsitos, connaturales al mismo, por virtud de un imperativo 

constitucional; y en el segundo caso, consiste en una violación material 

o de fondo porque se ha cumplido con la forma mediante la expresión 

de fundamentos y motivos, pero unos y otros son incorrectos. 

Sirve de apoyo a lo expuesto, la Jurisprudencia de la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada con el número 

1 ª.J/.139/20059. 

Ahora bien, en el caso concreto, se advierte que contrario a lo afi rmad~ 
por el actor, no se actualiza la falta de motivación en la parte impugnada 

de la resolución del Instituto Electoral Local, dado que la responsable 

además de expresar el dispositivo legal aplicable al asunto, sí expuso 

las razones por las que consideró que podía subsumirse en la hipótesis 

9 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXII, 
Diciembre de 2005. 
"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, 
DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE. Entre las 
diversas garantías contenidas en el segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, sustento de la garantía de audiencia, está la relativa al 
respeto de las formalidades esenciales del procedimiento, también conocida como de debido 
proceso legal, la cual se refiere al cumplimiento de las condiciones fundamentales que deben 
satisfacerse en el procedimiento jurisdiccional que concluye con el dictado de una resolución 
que dirime las cuestiones debatidas. Esta garantía obliga al juzgador a decidir las controversias 
sometidas a su conocimiento, considerando todos y cada uno de los argumentos aducidos en 
la demanda, en su contestación, así como las demás pretensiones deducidas oportunamente 
en el pleito, de tal forma que se condene o absuelva al demandado, resolviendo sobre todos 
los puntos litigiosos materia del debate. Sin embargo, esta determinación del juzgador no debe 
desvincularse de lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 16 constitucional, que impone a 
las autoridades la obligación de fundar y motivar debidamente los actos que emitan, esto es, 
que se expresen las razones de derecho y los motivos de hecho considerados para su dictado, 
los cuales deberán ser reales, ciertos e investidos de la fuerza legal suficiente para provocar el 
acto de autoridad. Ahora bien, como a las garantías individuales previstas en la Carta Magna 
les son aplicables las consideraciones sobre la supremacía constitucional en términos de su 
artículo 133, es indudable que las resoluciones que emitan deben cumplir con las garantías 
de debido proceso legal y de legalidad contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, la fundamentación y motivación de una 
resolución jurisdiccional se encuentra en el análisis exhaustivo de los puntos que integran la 
litis, es decir, en el estudio de las acciones y excepciones del debate, apoyándose en el o los 
preceptos jurídicos que permiten expedirla y que establezcan la hipótesis que genere su 
emisión, así como en la exposición concreta de las circunstancias especiales, razones 
particulares o causas inmediatas tomadas en consideración para la emisión del acto, siendo 
necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables 
al caso." 
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prevista en esa norma jurídica. 

En efecto, en este punto el Instituto Electoral Local manifestó lo 

siguiente: 

"Ahora bien, por cuanto hace al punto: "TERCERO, - Por lo manifestado, 
a efecto de que no me sean violentados mis derecho político-electorales, 
por las afectaciones ocasionadas por la pandemia, así como el retraso de 
los trámites de las autoridades como el SA T, mismas que me dejan en 
estado de indefensión, le solicito a este H. Consejo General que inaplique 
la porción normativa contenida en el artículo 207 Quater, fracción 1, inciso 
c), del Código Local, consistente en exigir el tres por ciento de apoyo 
ciudadano, por las manifestaciones vertidas en este escrito, tal y como 
aconteció en el Proceso Electoral 2018, cuando ese Instituto Electoral, 
acató la resolución correspondiente al JUICIO PARA LA PROTECCIÓN 
DE LOS DERECHOS POLITICOS DEL CIUDADANO SCM-JDC-75/2018' 

Es de señalarse que la ciudadanía que pretenda obtener su registro por la 
independiente deberá cumplir con los requisitos, condiciones y términos 
que determin la legislación aplicable. 

De tal forma que, por lo que hace al porcentaje del apoyo ciudadano que 
se requiere a la ciudadanía que aspire a una candidatura independiente, 
este Organismo se apega a lo establecido en el artículo 201 Quater, 
fracción 1, inciso c), del Código, tal y como se señala en el numeral 17, 
fracción 111, inciso c), de los Lineamientos y en la Convocatoria, en su 
BASE SEXTA, fracción 111, inciso b), sin que cuente con la facultad de 
inaplicar un requisito que establece la legislación en la materia." 

Lo infundado del agravio radica en que, contrario a lo afirmado por el 

ahora actor, la responsable al atender el punto controvertido manifestó 

diversas razones por las que estimó que no procedía declarar la 

inaplicación del artículo 201 Quáter, fracción 1, inciso c), del Código 

Electoral Local (consistente en exigir el 3% de apoyo ciudadano para 

adquirir la calidad de candidato independiente). Esto con 

independencia de la validez b no de esas afirmaciones, atento al hecho 

de que el actor no manifestó que, en el caso, se actualizara una 

indebida fundamentación y motivación. 

Por lo antes expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los artículos 

116 fracción IV y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 3 fracción IV y 134 de la Constitución Rolítica del Estado 

Libre Soberano de Puebla; 1 fracciones V y VII, 3, 8, 194, 325, 338 

fracciones 1 y 111, 340 fracción 11, 348 fracción 11, '350, 354 párrafo 

segundo y 368 del Código de Instituciones y Procesos Electorales del 
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Estado de Puebla. 

RESUELVE 

ÚNICO. Se confirma en lo que fue materia de impugnación el 

Acuerdo CG/AC-026/2021 emitido por el Consejo General del Instituto 

Electoral del Estado de Puebla, el cinco de marzo de dos mil veintiuno. 

NOTIFÍQUESE A LAS PARTES CONFORME A LEY; Y EN CASO DE 
SER CONDUCENTE, ACORDE AL CONTENIDO DEL ACUERDO 
GENERAL 06/2020 DE DIECINUEVE DE JUNIO DEG DOS MIL 
VEINTE; Y POR ESTRADOS. 

Así lo resolvieron por mayoría de votos, y fi~ron ;,,n esta fecha, la y 

los Magistrados del Tribunal , ante el Sec,r{t/r¡o 

que autoriza y da fe. 

MAGISTRADA 

~25 
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VOTO PARTICULAR QUE CON FUNDAMENTO EN EL ARTÍCULO 
340 FRACCIÓN V DEL CODIGO DE INSTITUCIONES Y PROCESOS 
ELECTORALES DEL' ESTADO DE PUEBLA Y 11 FRACCIÓN VI, DEL 
REGLAMENTO INTERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL 
ESTADO, EMITE LA MAGISTRADA NORMA ANGÉLICA SANDOVAL 
SÁNCHEZ RESPECTO DEL EXPEDIENTE TEEP-JDC-034/2021. 

La suscrita Magistrada de forma respetuosa me permito 

apartarme de la decisión de la mayoría y, en consecuencia, votar en 

contra de la presente resolución , por las razones que a continuación se 

exponen. 

Del escrito de juicio de la ciudadanía , así corrno de la sentencia 

motivo del presente voto , se advirtió que el promovente controvierte el 

acuerdo identificado con la clave CG/AC-026/2021 , emitido por el 

Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Puebla, mediante 

el cual niega, entre otras cosas: 

a) Su solicitud de inaplicar al caso concreto la porción normativa 

contenida en el artículo 201 Quáter, fracción 1, inciso c) , del 

Código de la materia, mismo que establece que los aspirantes a 

obtener una ·candidatura independiente deberán recabar el tres 

~ por ciento de apoyo ciudadano. 

b) O en su ~aso, otorgarle diez días más para que alcanzara el 

porcentaje menqJonado, en el inciso anterior. 

Ahora bien, a mi consideración la sentencia plantea de forma 

incorrecta dos premisas: 

1. Que su solicitud de ampliación del plazo de diez días para 

recabar el apoyo ciudadano, derivó de la emergencia sanitaria 

ocasionada por la propagación del virus SARS-Cov2, el cual le 

imposibilitó recabar el apoyo ciudadano. 

2. Que el acto reclamado en este asunto, es decir, el acuerdo 

identificado con la clave CG/AC-026/2021, no le depara perjuicio 
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alguno, pues el Instituto Electoral Local aun no emite el dictamen 

de verificación de cumplimiento de los requisitos para las 

candidaturas independientes, en el cual deberá pronunciarse 

respecto del porcentaje firmas de apoyo ciudadano recabado por 

cada uno de los aspirantes. 

Ahora bien, previó a emitir los razonamientos que desde mi 

perspectiva debía contener la sentencia, es menester establecer que: 

La Constitución Federal establece en el artículo 35, fracción 11, el 

derecho político electoral a ser votado, el cual a la letra dice: 

"Artículo 35.- Son derechos de la ciudadanía: 
(. . .) 
11. - Poder ser votada en condiciones de paridad para todos los cargos 
de elección popular, teniendo las calidades que establezca la ley. El 
derecho de so/ícítar el registro de candidatos y candidatas ante la 
autoridad electora/ corresponde a los partidos políticos, así como a los 
ciudadanos y las ciudadanas que soliciten su registro de manera 
independiente y cumplan con los requisitos, condiciones y términos que 
determine la legislación; 
(. . .)" 

Por su parte, en los artículos 25 del Pacto Internacional de los 

Derechos Civiles y Políticos y 23 de la Convención Americana sobre los 

Derechos Humanos, también se prevé el derecho citado; pues dichos 

preceptos establecen: 

Pacto Internacional los Derechos Civiles y Políticos: 

"Artículo 25 
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones 
mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los 
siguientes derechos y oportunidades: 
a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente 
o por medio de representantes libremente elegidos. 
b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, 
realizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que 
garantice la libre expresión de la voluntad de Jos electores; 
c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad a las 
funciones públicas de su país." 

Convención Americana Sobre Derechos Humanos: 
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"Artículo 23. Derechos Políticos 
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos 
y oportunidades: 
a) de participar en la dirección de lo$ asuntos públicos, 
directamente o por medio de representantes libremente elegidos; 
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, 
realizadas por sufragio universa/ e igual y por voto secreto que 
garantice la libre expresión de voluntad de los electores, y 
c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las 
funciones públicas de su país." 

De acuerdo al marco normativo constitucional y convencional 

antes citado, este derecho fundamental comprende la posibilidad de ser 

electo para todos los cargos de elección popular teniendo las calidades 

que establezca la ley y se interrelaciona estrechamente con el derecho 

a participar en la dirección de los asuntos públicos y a tener acceso, en 

condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas del país. 

Establecidos los criterios sostenidos por mis pares, así como el 

marco normativo en que sustentaré mi postura, resulta necesario 

realizar mis manifestaciones sobre el caso en concreto. 

En el caso, como ya se ha mencionado el actor se duele en 

esencia de que la decisión de la autoridad responsable -:en el acuerdo 

impugnado- de negarle la solicitud que hizo de que se le otorgara el 

plazo de diez días adicionales para recabar apoyo ciudadano, vulnera 

en su perjuicio su derecho a ser votado, así como la equidad en la 

contienda electoral. 

Lo anterior pues su petición se sustentó en que al habérsele 

otorgado la calidad de aspirante a candidato independiente de "manera 

condicionada", le impidió comenzar a recolectar apoyo ciudadano en el 

mismo momento que los demás aspirantes, hasta en tanto consiguiera 

toda la documentación requerida por la autoridad acdministrativa. 

Así, contrario a lo sostenido por mis pares, desprendo que, en 

realidad, la solicitud de ampliación del plazo la hizo consistir en que el 

Consejo General del Instituto Local le otorgó de manera condicionada 

su calidad de aspirante independiente, impidiéndole recabar el apoyo 
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ciudadano, hasta en tanto no solventara los requisitos faltantes, 

situación que generó que no contara con la totalidad del plazo 

establecido para recolectar el porcentaje de apoyos ciudadanos 

señalado en el CIPEEP (3%), lo que lo colocó en una posición de 

desventaja en su participación en el proceso electoral , en relación con 

aquellos aspirantes que sí contaron con la totalidad del referido periodo. 

A pesar de lo anterior, señala que aún y con el tiempo que la 

autoridad administrativa no le permitió recabar apoyo ciudadano, -diez 

días-, aunado a las condiciones adversas derivadas de la pandemia, sí 

logró alcanzar un porcentaje de dos punto cincuenta y ocho por ciento 

(2.58%) de las firmas que corresponden al listado nominal de 

Huauchinango, Puebla, por lo que, si no hubiera estado condicionado 

habría alcanzado el porcentaje solicitado. 

En suma, desde su perspectiva, la omisión de cumplir con 

diversa documentación relacionada con la apertura de una cuenta 

bancaria no le era imputable a él, toda vez que, derivado de la 

contingencia sanitaria le fue imposible obtener su Registro Federal de 

Contribuyentes, por no obte.ner cita para la realización del trámite en el 

Servicio de Administración Tributaria, a pesar de haber agotado todas 

las posibilidades a su alcance, asistiendo a diversas oficinas como la de 

Puebla, Pachuca y Tlaxcala. 

Ahora bien, a juicio de la que suscribe, el acuerdo que la parte 

promovente controvierte sí es el acto de aplicación que le genera 

perjuicio , ello a pesar de lo considerado por mis pares en la sentencia, 

así como de lo manifestado por la autoridad responsable, pues dicho 

acuerdo constituye en sí mismo una negativa a sus solicitudes, lo cual 

es explicado en la sentencia emitida por mis pares al establecer que la 

norma se puede cuestionar en cualquier acto de aplicación , y no 

necesariamente con la expedición de la convocatoria y lineamientos 

respectivos . 

A pesar de ello, en el fallo del que hoy me aparto se sostiene que 

el acto que depara perjuicio al enjuiciante será en todo caso, el 
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dictamen que emita el Consejo General del Instituto Electoral del 

Estado, en el que decida si cumple o no con todos los requisitos legales 

para las candidaturas independientes, incluyendo el porcentaje de 

apoyo ciudadano. 

Empero, difiero de ello porque, del acuerdo CG-AE-036/2021 del 

Instituto Electoral del Estado, la etapa de registro de candidatos 

comenzó a partir del veintinueve de marzo y culmina el once de abril 

siguiente, y la fecha señalada para la emisión del dictamen 

correspondiente es hasta el tres de mayo 10
, es decir, un mes posterior a 

la etapa de registro, por lo que, se estarían violentando los derechos de 

los candidatos independientes, resultando procedente en este momento 

subsanar la violación aducida por el promovente, pues al encontrarse 

cerrada la aplicación electrónica para recabar el apoyo ciudadano, es 

evidente que no puede recolectar ningún apoyo más, y en 

consecuencia, subsistiría la cantidad de cédulas que recolectó. 

En ese orden de ideas, esta ponencia estima que la autoridad 

responsable fue omisa en analizar las circunstancias fácticas del caso, 

y, acorde a ellas, realizar una interpretación de la normativa electoral 

armónica con el artículo 1° constitucional, ya que en su lugar decidió 

aplicar diversos formalismos legales para desestimar la petición de 

prórroga. 

Por tanto, el IEEP debió actuar de conformidad con su obligación 

de potencializar o maximizar el derecho del actor a ser registrado de 

manera independiente, y concederle la ampliación del periodo 

solicitado, o bien, de los días que efectivamente ha¡ya perdido; de modo 

que, éste estuviese en posibilidad de desplegar los actos 

correspondientes durante el tiempo que marcó el propio OPLE. 

De igual forma, apreciado bajo ese enfoque, la autoridad 

administrativa, pudo permitir al actor recabar el apoyo ciudadano a 

pesar de encontrarse condicionado, pues en caso ,de no completar los 

10 Artículo 2313, fracción 111 del CIPEEP 
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requisitos dichos apoyos hubieran quedado sin efecto alguno. Lo 

anterior, pues no existe precepto legal que establezca que al 

condicionar a un aspirante se le impedirá recabar el apoyo de la 

ciudadanía, hasta en tanto no subsane las omisiones. 

Lo anterior, porque conforme al artículo 1° de la Constitución, 

que establece que todas las autoridades, en el ámbito de sus 

competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos, de conformidad con los principios de 

universalidad , interdependencia, indivisibilidad y progresividad, lo que 

significa el imperativo de potencializar y hacer viable el pleno ejercicio 

de los derechos humanos, la interpretación del artículo 35, fracción 11 , 

de la Constitución, conlleva al deber de hacer posible el pleno ejercicio 

de los derechos de los ciudadanos, para que puedan acceder como 

candidatos independientes a cargos de elección popular. 

De esta manera, atendiendo a las particularidades del caso que 

nos ocupa, en el que existió una circunstancia extraordinaria ajena al 

actor que le impidió gozar del periodo completo para recolectar el apoyo 

ciudadano, por lo que los diversos lineamientos y acuerdos que ha 

emitido el Instituto Electoral, como es el caso del acuerdo CG/AC-

051/2020, debieron interpretarse en el sentido que permitiera al actor el 

ejercicio pleno de su derecho a obtener una candidatura de manera 

independiente. 

De esta manera, estimo que es jurídicamente procedente la 

prórroga de solicitada por el actor, para que continúe con la obtención 

de apoyo ciudadano faltante -misma que es menor al punto cinco por 

ciento-, debiendo iniciar el día siguiente al que el Consejo General del 

Instituto Electoral del Estado de Puebla, cumpla y emita el acuerdo 

correspondiente. 

En otras palabras, si el actor contó con menos días para la 

obtención de a·poyo de la ciudadanía, lo procedente es otorgarle la 
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ampliación por los días que haya perdido, los cuales deberá establecer 

el Instituto Electoral del Estado por ser la autoridad que cuenta con los 

elementos de prueba idóneos en el expediente administrativo 

correspondiente; y con ello, generar las condiciones de equidad en la 

contienda; sin que ello implique un impacto en el desarrollo del proceso 

electoral, ya que se trata de un hecho circunstancial que no incide en 

los plazos, y fechas para realizar los actos posteriores a la conclusión 

de la fase de recolección de apoyos ciudadanos. 

Bajo esa tesitura, es relevante citar lo establecido por la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de Federación en la 

sentencia dictada en el expediente SUP-JDC-50/2018. 

Lo anterior, pues como ya se señaló, el periodo para solicitar el 

registro de candidaturas es del veintinueve de marzo al once de abril; y 

el Consejo General sesionará a más tardar el tres de mayo respecto a 

las solicitudes de registro de candidaturas independientes; por ello, 

sobre la base de que el presente asunto se está resolviendo el uno de 

abril; existe tiempo suficiente para concederle al actor el plazo solicitado 

(diez días), o los días que efectivamente haya perdido, pudiendo ser 

menos o más. 

Máxime que de conformidad con lo establecido en el artículo 213, 

fracción 111, del CIPEEP, sí existe tiempo suficiente para resarcir los 

derechos político-electorales del actor, concediéndole los días que se 

encontró en situación de desventaja frente a los demás aspirantes y en 

consecuencia, otorgándole la posibilidad de que alcance el porcentaje 

establecido en la normatividad. 

En consecuencia, dadas las condiciones fácticas y jurídicas que 

rodean al presente asunto, a juicio de esta ponencia el agravio hecho 

valer por el actor resulta FUNDADO, debiéndose ordenar al Consejo 

General del Instituto otorgarle una prórroga de días para continuar con 

la recolección de apoyos ciudadanos, restituyendo sus derechos 

político-electorales. 
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Finalmente, toda vez que, desde mi perspectiva, el agravio resulta 

fundado lo procedente es dictar los siguientes efectos: 

1. Revocar en lo que fue materia de controversia el acuerdo 

impugnado por el actor. 

2. Ordenar al Instituto Electoral del Estado de Puebla, para que en 

un plazo de setenta y dos horas a partir de la notificación 

respectiva, otorgue al actor un periodo adicional para recabar el 

apoyo de la ciudadanía. Dicho plazo de deberá calcularlo 

atendiendo a las manifestaciones del promovente, así como a las 

constancias que obren en autos del expediente administrativo a 

su cargo. 

3. La autoridad responsable deberá vincular al Instituto Nacional 

Electoral para que en el ejercicio de sus atribuciones permita al 

promovente el uso de la aplicación móvil para la recolección del 

apoyo ciudadano, y en consecuencia, llevar a cabo la 

fiscalización de sus actividades. 

4. En su caso, el Consejo General del OPLE deberá, ajustar los 

plazos relativos a su calendario electoral para que se continúe 

con las demás etapas del presente proceso electoral. 

5. Las acciones que realice la autoridad administrativa para el 

cumplimiento de lo anterior deberán se/!nformadas a este 

Tribunal dentro del plazo de ve~uay/ horas siguientes a 

que ello ocurra. 

Es cuánto. 
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